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Colón y la Juez Lebrón Nieves 
 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de septiembre de 2018. 

La señora Agnes Vanessa García Nieves nos solicita que revisemos 

y revoquemos una sentencia del Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan, en la que se ordenó el desahucio de ella y de su 

madre, la señora María Teresa Nieves González, del inmueble donde 

residen hace cerca de seis décadas, el que luego de ser ejecutado por un 

acreedor hipotecario, es ahora propiedad de Lime Properties, LTD, una 

corporación foránea. 

La parte apelante aduce esencialmente en su recurso que el tribunal 

apelado no podía decretar el desahucio, entre otras razones, porque no se 

le impuso a Lime Properties la prestación de una fianza de no residente.  

Luego de considerar los argumentos de ambas partes, examinar 

minuciosamente la prueba documental que obra en el expediente y, en 

atención al estado de derecho aplicable a las controversias planteadas, 

resolvemos revocar la sentencia apelada. 

Veamos los antecedentes fácticos y procesales de este recurso que 

sirven de fundamento a nuestra decisión. 
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I.  

 El 9 de mayo de 2018 Lime Properties LTD (Lime Properties, parte 

apelada) presentó una demanda de desahucio contra la señora María 

Teresa Nieves González (doña María) y Agnes Vanessa García Nieves 

(doña Agnes, parte apelante), en la que solicitó del tribunal que tanto doña 

María, como su hija, doña Agnes, desalojaran la residencia ubicada en la 

Calle Verona, núm. 581 de la Urbanización Villa Capri en San Juan, 

propiedad de la parte apelada.1 

 La vista de desahucio fue pautada para el 22 de mayo siguiente. Ese 

día compareció a la vista la parte apelada y doña Agnes, en su carácter 

personal y como apoderada de doña María. Durante el inicio de la vista, la 

parte apelante solicitó término para contratar representación legal y el 

tribunal accedió a su pedido, por lo que se recalendarizó la vista para el 

próximo 5 de junio. 

 El día del nuevo señalamiento, doña Agnes presentó varios escritos 

al Tribunal, entre los que se encontraban su comparecencia al foro por 

derecho propio, la contestación a la demanda y una petición de conversión 

del procedimiento sumario de desahucio a uno ordinario. 2 

 Ya en la vista, la parte apelante indicó que tenía interés de adquirir 

la propiedad y reiteró su solicitud de que el procedimiento se celebrara por 

la vía ordinaria. Expresó de igual forma que su madre tenía varias 

condiciones de salud y que se encontraba encamada.3 Ante ese hecho, la 

parte apelada indicó que no tenía reparos en que el caso fuera evaluado 

bajo las ayudas para personas mayores y con impedimentos, provistas por 

la ley, antes de que se efectuara el desahucio. De este modo, Lime 

Properties se comprometió a realizar las gestiones pertinentes con las 

procuradurías de personas de edad avanzada y de personas con 

impedimentos. Ahora bien, sí se opuso a la petición del proceso sumario. 4 

                                                           
1 Apéndice del recurso, (Ap.,), pág. 9. 

2 Ap., págs. 19-29. 

3 Ap., pág. 68. 

4 Íd. 
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Es importante mencionar que en esa vista se encontraba presente la Lcda. 

Marie L. Quiñones Tañón, como apoderada de la parte apelada, quien solo 

se presentó en sala para propósitos de récord. 

 El tribunal atendió los argumentos de las partes y señaló una tercera 

y última vista para el 26 de junio y advirtió que la misma sería final, por 

tratarse el caso de un procedimiento sumario.5 

 El 20 de junio la parte apelante presentó una moción de 

reconsideración en la que peticionó que el foro intimado reconsiderara su 

postura en cuanto al proceso ordinario y le impusiera a Lime Properties el 

pago de una fianza de no residente, porque la empresa tiene su dirección 

en Las Bahamas y su agente residente se encuentra en el estado de 

Delaware.6 Lime Properties presentó su oposición a ese pedido por 

entender que, si bien es una corporación foránea, lo cierto es que luego de 

dos meses del caso, ni el tribunal ni doña Agnes habían solicitado la fianza. 

Aclaró que, de ser solicitado por el tribunal apelado, estaría dispuesta a 

consignar la fianza que le fuera requerida.7  

La reconsideración de doña Agnes se declaró no ha lugar el 26 de 

junio.8  No obstante, el 25 de junio doña Agnes presentó una moción para 

enmendar la contestación a la demanda en la que incluyó su reclamo de 

que Lime Properties prestara la fianza de no residente.9 Advertimos que 

Lime Properties no depositó fianza alguna ni el tribunal la requirió, a pesar 

de haber sido advertido de la deficiencia procesal por la parte apelante. 

 Como pautado, el tribunal apelado celebró la tercera vista de 

desahucio el 26 de junio de 2018. Además de ambas partes, acudió a la 

vista el Lcdo. William Pellot Ocasio, en representación de la Defensoría de 

Personas con Impedimento. Este expuso que, debido a que no se habían 

hecho señalamientos de discrimen, no podía asumir la representación legal 

                                                           
5 Ap., pág. 68. 

6 Ap., págs. 71-74. 

7 Ap., pág. 81. 

8 Ap., pág. 90. 

9 Ap., pág. 88. 
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de doña María y de doña Agnes. De su parte, Lime Properties expresó que 

se había comunicado con la Oficina del Procurador de Personas de Edad 

Avanzada, pero de esta le indicaron que su comparecencia se limitaba a 

los asuntos postsentencia. Asimismo, indicó que el inversionista de la 

propiedad había aprobado un incentivo para doña María y la parte apelante, 

pero era necesario que desalojaran la propiedad no más tarde de los 

próximos 30 días.10 De su parte, doña Agnes indicó que estaba en el 

proceso de gestionar la compra de la propiedad, por lo que pidió tiempo 

adicional para completar esos trámites. 

 Atendidos los planteamientos de las partes, el foro apelado dictó la 

sentencia ese mismo día, declaró con lugar el desahucio y ordenó la 

activación de los protocolos de ayuda para doña María y su hija, a saber, 

el Departamento de la Vivienda y la Oficina del Procurador de Personas de 

Edad Avanzada. Además, fijó la fianza en apelación, la cual fue prestada 

por la parte apelante. Esa sentencia fue reducida a escrito el 2 de julio de 

este año y se notificó al día siguiente.11 

 En desacuerdo con el dictamen del Tribunal de Primera Instancia, 

doña Agnes, por derecho propio, presentó el recurso de apelación que hoy 

nos ocupa, en el que planteó los siguientes cuatro errores: 

1. El Tribunal de Primera Instancia no auscultó el interés del 
demandante al este ser un apoderado y no se presentó 
documento que acredite su facultad para actuar en nombre del 
dueño de la propiedad. Existe violación al debido proceso de 
ley. 

2. Cometió el error el Tribunal de Primera Instancia al eximir a la 
demandante siendo esta una corporación foránea no 
estadounidense, del requisito mandatorio de la prestación de 
fianza según la Regla 69.5 de las de Procedimiento Civil, 
interpretado erróneamente lo resuelto por el Tribunal Supremo 
en Vaillant Valenzio v. Santander, 147 DPR 338 (1998), con la 
consecuencia de desarticular la exigencia mandataria de la 
citada Regla 69.5. 

3. Cometió error el Tribunal de Primera Instancia al no haber 
acogido el hecho a que siempre ha sido la demandad la que ha 
realizado los pagos para mantener la propiedad. 

4. Erró el tribunal al no solicitar el informe que debe rendir el 
Procurador de Personas de Edad Avanzada o la Oficina del 
Procurador de personas con Impedimentos sobre las ayudas a 
que la persona tenga derecho, y cuales se habrán de proveer. 

                                                           
10 Ap., pág. 84. 

11 Ap., pág. 2. 
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Lime Properties presentó oportunamente su alegato en oposición en 

el que adujo, en esencia, que la decisión apelada debe sostenerse porque 

el tribunal apelado cumplió con todo el rigor de la ley. 

El 30 de agosto del año en curso doña Agnes solicitó un término de 

diez días para presentar una réplica al alegato de Lime Properties, más 

declaramos no ha lugar a esa petición porque el recurso ya había pasado 

al panel para su disposición. En esa misma fecha, doña Agnes notificó a 

este Tribunal intermedio que su señora madre había recibido un 

diagnóstico terminal y fue enviada a la residencia objeto del pleito de 

desahucio para recibir los cuidados de hospicio. 

El 18 de septiembre doña Agnes presentó una moción informativa y 

una petición de sustitución de parte en la que notificó el deceso de doña 

María, por lo que peticionó, entre otras cosas, que se sustituyera a la 

causante en el pleito, por ella misma. Así se ordena en este dictamen, toda 

vez que había quedado sometido para disposición antes del fallecimiento 

de doña María.  

Examinado el tracto procesal de este caso, pasamos a evaluar el 

estado de derecho aplicable, que nos permitirá disponer de las cuestiones 

planteadas. 

II. 

 Doña Agnes aduce que el foro primario erró al dictar sentencia en 

su contra, por cinco fundamentos, los que recoge en los cuatro 

señalamientos indicados: (1) al no exigir a la Lcda. Marie L. Quiñones 

Tañón que acreditara su rol como apoderada de la corporación apelada y 

(i) violentar así su debido proceso de ley al no concederle la oportunidad 

de presentar prueba en un proceso ordinario, (ii) aunque el proceso 

sumario fue dilatado con la celebración de tres vistas; (2) al no requerirle a 

Lime Properties presentar la fianza de no residente; (3) al descartar el 

hecho de que la apelante ha cubierto los gastos de mantenimiento de la 

propiedad y (4) al no requerir los informes exigidos por la ley al Procurador 
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de Personas de Edad Avanzada o la Oficina del Procurador de Personas 

con Impedimentos. 

 Luego de considerar los argumentos de doña Agnes, resolvemos 

que debemos concentrar nuestra atención inicial en el segundo error 

señalado, ya que impugna la jurisdicción del Tribunal de Primera Instancia 

para emitir la sentencia apelada, lo que hace que ese asunto sea prioritario. 

- A - 

La Regla 69.5 de las de Procedimiento Civil dispone lo siguiente 

respecto a la fianza de no residentes.   

Cuando la parte reclamante resida fuera de Puerto Rico o sea 
una corporación extranjera, el tribunal requerirá que preste fianza 
para garantizar las costas, gastos y honorarios de abogados a que 
pueda ser condenada. Todo procedimiento en el pleito se 
suspenderá hasta que se preste la fianza, que no será menor de 
mil (1,000) dólares. El tribunal podrá ordenar que se presente una 
fianza adicional si se demuestra que la fianza original no es 
garantía suficiente, y los procedimientos en el pleito se 
suspenderán hasta que se preste dicha fianza adicional.   

Transcurridos sesenta (60) días desde la notificación de la 
orden del tribunal para la prestación de la fianza o de la fianza 
adicional, sin que ésta haya sido prestada, el tribunal ordenará la 
desestimación del pleito.   

No se exigirá prestación de fianza a las partes 
reclamantes que residan fuera de Puerto Rico cuando:   

(a)  se trate de una parte litigante insolvente 
que…   

(b)  se trate de un(a) copropietario(a) en un 
pleito que…   

(c)  se trate de un pleito instado por un(a) 
comunero(a) para…   

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 69.5.   
  

Al interpretar este requerimiento reglamentario, el Tribunal Supremo 

ha señalado que el propósito principal de este precepto es garantizar el 

pago de las costas, los gastos y los honorarios de abogado que puedan 

recaer en los pleitos en que el demandante sea una corporación extranjera 

o una persona natural no residente en Puerto Rico. También tiene como 

objetivo el desalentar litigios frívolos y carentes de mérito. Reyes Martínez 

v. Oriental Fed. Savs. Bank, 133 D.P.R. 15, 20 (1993); Pereira v. Reyes de 

Sims, 126 D.P.R. 220, 223-24 (1990); Molina v. C.R.U.V., 114 D.P.R. 295, 

297 (1983).  
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A juzgar por el texto de la Regla, la imposición de la fianza es 

mandatoria y los tribunales no tienen facultad discrecional para eximir 

a un demandante no residente o a una corporación extranjera de 

cumplir con ese criterio ni para fijar su monto en una cuantía menor a 

la señalada en la Regla, salvo en casos de demostrada indigencia o en 

las otras circunstancias permitidas por la Regla 69.6 de las de 

Procedimiento Civil. Vaillant v. Santander, 147 D.P.R. 338, 347-348 (1998). 

El carácter mandatario “incuestionable” de la Regla 69.5 ha sido 

avalado reiteradamente por el Tribunal Supremo a base de su texto 

taxativo, que no deja margen a la discreción judicial sobre este particular. 

Resaltó ese alto foro que “el lenguaje utilizado en la referida regla acota 

totalmente la discreción del juez sentenciador para eximir al 

demandante no residente del pago de la fianza”. Id. (Énfasis nuestro.)  

Sobre el mismo carácter mandatario, en Planned Credit of P.R., Inc. 

v. Page, 103 D.P.R. 245 (1975), el Alto Foro señaló que “la fianza es 

exigible a una corporación que no haya sido organizada bajo las leyes del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, no siendo eximente el que como 

entidad extranjera esté autorizada a realizar negocios en Puerto Rico en 

virtud del trámite establecido... [por la Ley de Corporaciones]”. Aún más, en 

ese mismo caso se afirmó que “[e]l que una corporación extranjera o 

foránea autorizada a realizar negocios en Puerto Rico mantenga oficinas o 

propiedades en nuestra jurisdicción —sobre las cuales pudiera hacerse 

efectivo el pago de honorarios o costas reconocidos a una parte 

demandada de no prevalecer la reclamación promovida por la entidad 

corporativa— es un factor que afecta la determinación del monto de la 

fianza pero no su imposición. Concluir lo contrario sería inyectar a los 

términos mandatorios de la regla una flexibilidad no contemplada, 

originando controversias sobre la existencia de bienes en Puerto Rico que 

se pretendieron evitar mediante la adopción de un lenguaje claro y sencillo.” 

Id., 103 D.P.R, a las págs. 253-254. 
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La pretensión de la Regla 69.5 permite algunas excepciones, entre 

ellas, la indigencia del demandante no residente, siempre que demuestre 

que tiene probabilidad de prevalecer en los méritos. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 

69.6 (d); Molina v. C.R.U.V., 114 D.P.R., a la pág. 298.  El Tribunal Supremo 

ha permitido otras excepciones a ese carácter mandatario, entre ellas, 

cuando existe copropiedad sobre bienes sitos en Puerto Rico entre titulares 

no residentes y residentes, ya que la titularidad de éstos puede cubrir el 

interés reglamentado; o cuando algunos de varios demandantes residan 

efectivamente en Puerto Rico. Vaillant v. Santander, ya citado; y Sucn. José 

Padrón, v. Cayo Norte, S.E., 161 D.P.R. 761 (2004), respectivamente. En 

este último caso, el tribunal señaló que este “desarrollo jurisprudencial” 

demuestra su inclinación por favorecer que se satisfaga el propósito 

fundamental de proteger al demandado de los inconvenientes de tener que 

cobrar las partidas por costas y honorarios de abogados fuera de nuestra 

jurisdicción y que se faculte el acceso a los tribunales a litigantes con 

reclamos meritorios. 

Asimismo, la Regla 69.6 de las de Procedimiento Civil enumera otras 

instancias en las que no se exigirá prestación de fianza: (1) al Estado Libre 

Asociado, a sus funcionarios en carácter oficial, a las corporaciones 

públicas o a las corporaciones municipales; (2) a ninguna parte en un pleito 

de divorcio, de relaciones de familia o sobre bienes gananciales; (3) en 

reclamaciones de alimentos cuando el tribunal así lo ordene, y; (4) cuando 

se trate una parte litigante insolvente que esté expresamente exceptuada 

por ley para el pago de aranceles y derechos de presentación. 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R. 69.6. 

- B - 

 Doña Agnes plantea en su segundo señalamiento de error que el 

tribunal apelado debió imponer la fianza de no residente a Lime Properties 

porque esta es una empresa foránea y, conforme a la Regla 69.5, procedía 

imponerle esa fianza. Mientras, Lime Properties plantea que la fianza de no 

residente fue solicitada en una etapa adelantada de los procesos y ese 
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asunto se tornó académico una vez recayó sentencia a favor de los 

apelados, cosa que hace inoficioso el propósito medular de esa medida, 

pues su base es precisamente proteger los intereses de la parte 

demandada en caso de que recayera una sentencia a su favor, cosa que 

no sucedió en este caso.  

Al evaluar los méritos del segundo señalamiento de error, debemos 

coincidir con lo planteado por doña Agnes, pues la presentación de la fianza 

de no residente no está cobijada bajo el manto de la discreción judicial que 

atañe la función de un juzgador. Es decir, al alegarse y admitirse que la 

parte demandante era una corporación foránea, la imposición de la fianza 

de no residente era un requisito indefectible para el ejercicio de la 

jurisdicción del tribunal y la continuación de los procedimientos judiciales. 

En ausencia de dicho cumplimiento, procede que revoquemos la sentencia 

apelada, por ese fundamento, pues ciertamente cometió el error la sala 

sentenciadora al no imponer la fianza requerida por mandato estatutario. El 

hecho de que se tratara de un procedimiento sumario no liberaba al tribunal 

de su responsabilidad, pues la imposición de la fianza en estos casos no 

es discrecional. No olvidemos que la Regla 1 de Procedimiento Civil 

expresamente dispone: 

Estas reglas regirán todos los procedimientos de naturaleza civil ante 
el Tribunal General de Justicia. Se interpretarán de modo que 
faciliten el acceso a los tribunales y el manejo del proceso, de forma 
que garanticen una solución justa, rápida y económica de todo 
procedimiento. 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 1. 

Además, no le es oponible a una sentencia nula el argumento de la 

academicidad de la imposición de este tipo de fianza al caso de autos, 

según aducido por Lime Properties, porque ella fue la corporación foránea 

que al final del pleito salió favorecida. La sentencia dictada en este caso es 

nula, al dictarse sin jurisdicción. Ahora bien, no procede ordenar la 

desestimación del recurso porque la solicitud de la apelante fue denegada. 

Es decir, nunca se ordenó a la corporación foránea que prestara la fianza. 

Nótese que la Regla 69.5 expresamente dispone que solo después de 

“[t]ranscurridos sesenta (60) días desde la notificación de la orden del 
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tribunal para la prestación de la fianza o de la fianza adicional, sin que ésta 

haya sido prestada, el tribunal ordenará la desestimación del pleito.” 

Corresponde al foro apelado atender la petición de doña Agnes, fijar la 

fianza a Lime Properties y continuar los procedimientos de rigor.  

III. 

En otro extremo, doña Agnes nos solicita que autoricemos la 

sustitución de partes en este recurso, porque su señora madre falleció el 

pasado 8 de septiembre. 

La Regla 22.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 22.1, 

dispone que procede la sustitución de parte siempre que, con relación a la 

solicitud de sustitución, se haya cumplido con el trámite procesal provisto 

en la regla. Un tribunal carece de discreción para denegar la sustitución de 

una parte, por muerte, si la causa de acción no se extingue con el 

fallecimiento de la parte o coparte original. Echevarría Jiménez v. Sucesión 

de Pérez Meri, 123 D.P.R. 664, 684 (1989). 

El propósito de la Regla 22.1(a) es establecer el mecanismo 

procesal mediante el cual, cuando una parte falleciere y la acción no 

quedare por ello extinguida, esta se pueda continuar a favor o en contra de 

la parte realmente interesada. Esta regla dispone el término de 30 días para 

notificar el fallecimiento de la parte y de 90 días para solicitar la sustitución, 

lo que el Tribunal de Primera Instancia deberá disponer oportunamente. Se 

atiende así el interés público de que los asuntos en los tribunales se 

solucionen de forma expedita, lo que evita el perjuicio que la dilación pueda 

causar a las partes. Regla 1 de las de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 1; Echevarría Jiménez v. Sucesión de Pérez Meri, 123 D.P.R., en la 

pág. 685.  

La Regla 22.1(c) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 22.1, 

establece que, de fallecer una o más partes demandantes, o una o más 

partes demandadas, que integran un pleito en que el derecho reclamado 

subsista solo a favor de las partes demandantes o en contra de las partes 

demandadas que sobrevivan, el pleito no finalizará. Se notificará al tribunal 
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el hecho de la muerte y el pleito continuará a favor o en contra de los 

sobrevivientes. Vilanova v. Vilanova, 184 D.P.R. 824, 838 (2012); Véase a 

Rafael Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho 

Procesal Civil, § 1301, 175 (6ª ed. LexisNexis 2017). 

Este foro intermedio está en igual posición que el foro apelado para 

ordenar la sustitución de una parte en ocasión de su fallecimiento. Así, el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones dispone sobre este asunto: 

 Regla 82 — Sustitución de partes  

(A) Si estando pendiente un recurso ante el Tribunal de 
Apelaciones alguna de las partes falleciere, los herederos, las 
herederas o el representante legal de la persona fallecida notificará 
al tribunal de dicho fallecimiento dentro de un término de treinta 
días, contados desde la fecha en que se conozca tal hecho. El 
tribunal, a solicitud hecha dentro de los seis meses de dicha 
notificación, ordenará la sustitución de la parte fallecida por la parte 
apropiada. Si no se hiciere la solicitud de sustitución 
voluntariamente, la otra parte podrá entonces solicitar que se haga 
constar en los autos el hecho de la muerte y el pleito seguirá 
tramitándose en la forma que el tribunal ordene. 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 82. 

En ejercicio de la facultad concedida por el Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, se ordena la sustitución de doña María por doña Agnes en 

este pleito. 

IV. 

Por los fundamentos expresados, se autoriza la sustitución de partes 

de la señora María Teresa Nieves por la señora Agnes Vanessa García 

Nieves.   

Se revoca la sentencia dictada y se ordena la continuación de los 

procedimientos conforme a lo aquí pautado.  

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaría del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

    Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


